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PRESIDE: — Señor Representante David Doti Genta, Vicepresidente 


MIEMBROS: Señores Representantes Sergio Botana, Julio César Fernández y Gustavo Rombys. 


DELEGADO 

DE Señor Representante Jaime Mario Trobo. 
SECTOR: 

ASISTE: Señor Representante Gustavo Guarino. 


INVITADOS: Por la Asociación del Comercio Automotor del Uruguay: señores Johnny Lindner, 
Presidente; Eduardo Sojo, Secretario; doctor Ignacio Paz, Gerente; Carlos Schaich, Gustavo 
Alfredo Quartino y Nicolás Papariello. (ver exposición) 


Por la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay: señores licenciado Mario 
Montemuiño, Presidente; Oscar Díaz, asesor; Washington Cristiani y economista María 
Dolores Benavente. (ver exposición) 


Por la Asociación de Concesionarios de Marcas de Automóviles: señores Jorge West, 
Presidente y licenciado Germán Ruiz, Secretario. (ver exposición) 


SEÑOR PRESIDENTE (Doti Genta).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Damos la bienvenida a una delegación de la Asociación de Comercio Automotor del Uruguay, integrada por 
los señores Carlos Schaich, Johnny Lindner, Gustavo Alfredo Quartino y Eduardo Sojo, por el doctor Ignacio 


Paz y por el contador Nicolás Papariello. 


SEÑOR LINDNER.- Buenos días. Soy Presidente de ACAU. Antes que nada, queremos agradecerles la 
posibilidad de recibirnos en esta Comisión. 


Quiero decir unas breves palabras acerca de lo que es ACAU porque les vamos a dejar unas notas en las que 
consta la presentación formal. 


ACAU está integrada por diecisiete empresas cuya expresión del mercado, en el tema de camiones que es el 
punto que hoy nos trae aquí, representa el 95% de las ventas. Por lo tanto, entendemos que nos asiste una 
representatividad en la comercialización. 


El motivo que nos convoca es la resolución que dictó el Ministerio de Transporte y Obras Públicas el 30 de 
octubre y a través de la cual se suspende por 120 días la expedición de certificados habilitantes de vehículos 
para la realización de transporte de carga por carretera. 


Los fundamentos de dicha suspensión -voy a leer textual lo que dice la resolución- son los siguientes: "[...] 
con el propósito de efectuar un exhaustivo análisis del mercado de transporte de carga por carretera, su 
inserción en el sistema intermodal de transporte, la adecuada ecuación entre número de vehículos y mercado 
total, la realidad económico-financiera de las Empresas del Sector y la readecuación de la documentación a 
requerirse a las empresas para el conocimiento contable". 


Nuestra gremial no está de acuerdo con esta resolución y nuestra aspiración es que quede sin efecto. Los 
fundamentos de esta posición son los siguientes. 


Primero, vamos a decir que somos partidarios de la libertad de comercio. La suspensión resuelta en la 
práctica ha paralizado la venta de camiones. Hay algunas excepciones que la resolución consagra pero están 
sujetas a la discrecionalidad de la Administración. 


No estamos de acuerdo con el procedimiento porque atenta contra la generación de un adecuado clima de 
negocios habida cuenta de la falta de previsibilidad que la medida convoca y, a su vez, que expone cambios 
en las reglas de juego que se introdujeron inconsultamente. 


Acá convendría hacer una mención de cómo funciona la importación de camiones. Las fábricas necesitan 
noventa días de anticipación para colocar los pedidos para poder hacer su producción y luego demoran entre 
veinte o treinta días su llegada al Uruguay. Esto quiere decir que un plazo de previsibilidad para cualquier 
tipo de medida y que no afecte el normal desarrollo del mercado debería contemplar entre ciento veinte y 
ciento cincuenta días. Ese es el período de tiempo necesario para la colocación y ejecución de los pedidos en 
las fábricas. Por eso, decimos que hay falta de previsibilidad y cambio en las reglas de juego. 


Más adelante vamos a exponer las consecuencias de esto. 


Es importante aclarar que sí estamos de acuerdo con que se realicen estudios y un análisis que permita 
proyectar un sistema nacional integrado de transporte, que sea económicamente eficiente y que sea un pilar 
para el desarrollo del Uruguay productivo que es uno de los objetivos planteados por este Gobierno. Lo que 
vemos es que esta medida es muy parcial y transitoria, y no ayuda al logro de ese objetivo. 


Además, consideramos que es inoportuna porque estamos en un período en que los cultivos van a tener un 
rendimiento excepcional. Las hectáreas cultivadas son las mayores que registra la historia. Pero, por otro 
lado, se frena la ampliación de flota del transporte. Parece que esta medida no es consistente con la realidad 
económica que está viviendo el país. 


Por otra parte, si comparamos las cifras de 2006 con las de 2005, el mercado de venta de camiones va a 
crecer, pero en un entorno de un 9%; quizás, el 10%. La economía va a crecer un 7%, y el camión es una 
parte fundamental en el transporte de toda la producción nacional. Entonces, los números son compatibles 
con el crecimiento que tiene el país. 


Además, la propia resolución crea una Comisión Bipartita con igual número de integrantes del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas y la Intergremial de Transporte de Carga. Entendemos que en esa Comisión 


faltan protagonistas de relevancia, tanto públicos como privados. Podemos mencionar al Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, que tiene mucho que opinar sobre lo que es la producción nacional y el 
transporte es un factor importantísimo; Ministerio de Industria, Energía y Minería; Ministerio de Economía y 
Finanzas; tan solo para dar algunos ejemplos. A nivel del sector privado, faltarían Cámaras, como la Cámara 
de Comercio, eventualmente la Cámara Mercantil, nuestra Cámara y otros actores que puedan aportar 
conocimiento, experiencia y por qué no también plantear las necesidades que puedan tener para el mejor 
desarrollo del objetivo que es, justamente, un sistema nacional integrado de transporte eficiente y que sea un 
pilar de desarrollo. 


Al mismo tiempo, pensamos que esta resolución genera importantes distorsiones a corto plazo y, por ende, 
consecuencias. Pero en ese punto, voy a ceder la palabra al señor Eduardo Sojo que es Secretario de ACAUÚ. 


SEÑOR SOJO.- Soy Secretario de la Asociación de Comercio Automotor del Uruguay y titular de la 
empresa José María Durán. 


Como dijo el señor Lindner, esta medida no es solo perjudicial para nuestra Cámara sino también para el 
país. Quiero hacer hincapié sobre esto. Hay una altísima correlación entre la venta de camiones y el 
crecimiento del producto del país. O sea, dicho en forma más clara: a nosotros nos va bien si al país le va 
bien; y a la inversa; a nosotros nos va mal si al país le va mal. Por lo tanto, vamos siempre a defender nuestro 
bienestar. No es nuestra chacrita en contraposición al bienestar de los otros. No, nuestra chacrita es el 
bienestar de todos. 


Realmente, este decreto perjudica a muchísimos transportistas y beneficia a algunos. Increíblemente, es un 
decreto socialmente regresivo, porque beneficia a las empresas de transporte mayores que planean sus 
compras con tiempo y que tienen mayor capacidad económica. Ellos ya habían renovado sus unidades. Las 
empresas menores que no pudieron señar sus unidades para efectuar la renovación con tiempo, ahora van a 
tener que esperar cuatro meses, hasta después de la cosecha, para poder renovar sus unidades. Creo que ha 
sido una equivocación y pedimos que sea dejada sin efecto. 


Por otro lado, queremos hacer notar que Uruguay es un país con un alto nivel de competencia en nuestro 
sector. Curiosamente, siendo un mercado muy pequeño, hay más marcas de camiones en Uruguay que en 
Brasil o que en Argentina. Solo nos comparamos con Chile. Hay marcas de camiones que se venden en 
Uruguay que en Brasil ni en Argentina se venden. Quien quiera comprar un camión en Uruguay tiene más 
opciones, porque puede viajar directamente al exterior, comprarse un camión y traerlo, lo que en otros países 
no puede hacer. Eso produce en nuestro país el acceso de las empresas de transporte a comprar sus camiones 
a un precio más barato que el que rige hoy en Argentina o en Brasil, y tienen mayores opciones. Con esto 
quiero decir que tenemos un mercado más libre, con precios más bajos que en los países vecinos. 


Creo que los inconvenientes de este Decreto están claros. Además, en este momento está creando 
desabastecimiento en el mercado de camiones y, posiblemente -ya lo saben-, desde el mes de octubre hasta 
acá se haya producido un aumento del valor de los fletes de entre un 10% y un 30% en dólares, lo que se va a 
reflejar inevitablemente en el costo de vida y de los productos, así como en la competitividad de nuestros 
productos. 


Otro elemento que también debe ser tenido en cuenta es que favorece el informalismo, porque este Decreto 
solo se aplica a las empresas que trabajan formalmente. El que hoy trabaja informalmente, es decir sin el 
certificado del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, no tiene ningún inconveniente para seguir; al 
contrario, está trabajando en mejores condiciones que antes. 


SEÑOR BOTANA.- Nadie va a comprar un camión nuevo para trabajar de manera informal. Eso no 
tiene mucha lógica. 


SEÑOR SOJO.- Su observación es muy válida. La venta de camiones es una escalera. Nosotros 
vendemos un camión nuevo a alguien que va a desprenderse de un camión usado, que tiene que vender 
a alguien. 


SEÑOR BOTANA.- Me gustaría hacer otros comentarios; este es un comentario muy lateral, que no 
hace a la esencia de la exposición. 


Dije que nadie va a comprar un camión nuevo para trabajar de manera informal. Eso no tiene lógica. El que 
mueve la cadena en este caso, el primero al que se le vende es al que compra un camión nuevo, que es 
formal. Por eso al final de la cadena quedará alguien que trabajará de manera informal. Pero la cadena no se 
mueve si no se produce la compra del primer camión. 


SEÑOR SOJO.- Tal vez esto merezca una aclaración. Hoy, de acuerdo con lo establecido por el 
Decreto, una empresa puede comprar dentro de determinadas limitaciones un camión nuevo. Pero si 
no tiene a quién venderle su usado porque la empresa que le va a comprar el usado no obtiene el 
certificado habilitante, tampoco va a comprar el nuevo. Entonces, ¿cuál es la tentación que tiene ese 
empresario que compró el camión nuevo? Vender el camión -porque no está prohibida la venta sino el 
registro- a alguien que probablemente no vaya a registrarlo al Ministerio porque va a dedicase al 
transporte informal, y para ello no precisa registrarlo. No creo que haya transportistas informales que 
compren camiones nuevos, pero no tengan duda de que quien compra un camión nuevo tiene que 
vender el usado. Y lo va a vender a alguien que no va a conseguir el certificado, por lo que ese camión 
va a dedicarse al transporte informal. 


El último punto que quería mencionar es que este Decreto significa también mayor envejecimiento de una 
flota que ya es vieja. Si queremos competir con nuestros vecinos, deberíamos tener en cuenta que la nuestra 
es una flota que contamina por pérdida de aceite, una flota que contamina por humo, una flota que tiene 
mayor consumo por ser vehículos viejos. En esas circunstancias creo que no beneficia más que a unas pocas 
empresas que renovaron sus unidades antes del Decreto. 


SEÑOR QUARTINO.- Soy Consejero en el Comité Ejecutivo de la Asociación de Comercio Automotor. 
Represento a la empresa Autolider, importadora de los vehículos Mercedes Benz y "freight line". 


Esta medida que estamos rechazando y que mis colegas han descrito en sus efectos, se inserta dentro de una 
realidad del mercado automotor que es a la que yo quiero referir. 


Como todos saben -estoy siendo redundante-, nuestro país pasó por una crisis muy importante en el año 2002 
y el sector automotriz fue uno de los principales afectados. Tuvimos un salto sumamente grande desde el año 
más importante en la historia del sector, que fue el año 1998, al año 2002. En menos de cinco años el 
mercado total automotriz cayó un 86%, en lo que refiere a automóviles de pasajeros y utilitarios, y un 96% en 
lo que refiere a vehículos de carga. Es muy difícil para cualquier empresa formal combatir una caída del 
mercado del 96%. Prácticamente desapareció el mercado. Para decirlo en números: en el año 1998 se 
comercializaron aproximadamente 37.000 automóviles de pasajeros y utilitarios y 2125 camiones. En el año 
2003, que fue cuando se sintió el mayor efecto de la crisis, el mercado de automóviles cayó a 5.000 vehículos 
y el de camiones a 93 vehículos en todo el año. 


A pesar de eso, nuestras empresas siguieron invirtiendo y apostando al desarrollo, y paulatinamente se fue 
generando, en conjunto con el país, una recuperación del mercado perdido. En el año 2004, los 5.000 
vehículos pasaron a ser 9.500, y los 93 camiones pasaron a ser 600. En el año 2005, los automóviles y 
utilitarios pasaron a 15.400 y los camiones a 1100. Llegamos al año 2006, que nos ocupa en este momento, 
sin haber superado la crisis, porque todavía no hemos alcanzado tan siquiera el promedio histórico de ventas, 
pero en una línea ascendente. 


Esa línea ascendente se enmarca en un crecimiento del país. Si tomamos cualquiera de los indicadores - 
Producto Bruto Interno, disminución del desempleo, aumento de los índices de salarios, aumento de las 
exportaciones e importaciones, mejora de las finanzas públicas, aumento del gasto del Gobierno, reducción 
de la deuda pública, etcétera-, veremos que marcan un crecimiento de la actividad. Ese crecimiento de la 
actividad debería estar acompañado de un crecimiento en el sector automotor, que mueve a los pasajeros, a la 
carga, etcétera. 


Si miramos la región nos encontramos con que nuestros vecinos, Brasil y Argentina, están en un período 
récord de ventas de vehículos automotores. Brasil lleva, tomando datos de octubre de este año a octubre del 


período anterior, un crecimiento del 10,4% en el mercado total. Argentina, que está en su mejor momento, 
lleva un crecimiento del 26,9%. En ese marco, veníamos de un período de crecimiento sucesivo de casi tres 
años, de un entorno país con mejores indicadores, en una región que está creciendo, por lo que todos 
teníamos la expectativa de que en el año 2006 se iba a llegar al promedio histórico de ventas y esperábamos 
un crecimiento del sector automotor del orden del 18% o 20%. Sin embargo, aunque faltan los datos del mes 
de diciembre, podemos decir que el mercado total automotriz uruguayo, y no me refiero a los camiones en 
particular sino al mercado total, va a caer entre un 6,7% y un 8%. No es lógico; algo no se está haciendo bien, 
y no somos las empresas automotrices las que estamos apostando a esa depresión del mercado. Esto es 
resultado de una cantidad de medidas que se han tomado en el año 2006 en particular, dentro de las que se 
inscribe esta última que estamos rechazando. Todas esas medidas han ido en contra del desarrollo del 
mercado automotriz, y todas se han producido, como decía nuestro Presidente, sin preaviso y de las que nos 
enterábamos por la prensa. Estoy hablando del gasoil productivo, del que se habló muchísimo y que generó 
toda una depresión en el mercado entre los propietarios de vehículos diesel; estoy hablando de un aumento 
del IMESI sorpresivo que pasó del 47% al 60% con un Decreto que es hasta jurídicamente cuestionable 
porque salió con fecha retroactiva y no ha sido corregido; estoy hablando de la limitación de los contratos de 
créditos de uso. En este momento hay vehículos utilitarios, de trabajo, como los 4 x 4, las ambulancias y los 
minibuses, que no se pueden financiar por medio de "leasing" porque se toman decisiones en base a una 
interpretación de la reglamentación vigente que tiene vacíos. Entonces, hoy en día no se puede financiar una 
ambulancia porque se entiende que es un vehículo de pasajeros, cuando son unidades que se necesitan para el 
trabajo, para el desarrollo. Esas ventas no se han trasladado a otros vehículos, sino que son unidades que se 
han dejado de comprar. 


Todas estas medidas que se han tomado en el año y que han generado esta caída del mercado, las estamos 
pagando todos; todos perdemos. Obviamente, las empresas automotrices que somos empresas comerciales y 
que trabajamos con el sector, nos vemos perjudicadas, pero se ve perjudicado el país entero. Las diecisiete 
empresas que nosotros representamos en el año 2005 aportaron al Estado aproximadamente US$ 90:000.000 
por concepto de tributos, tasas, impuestos. Si el mercado no solamente no crece sino que cae, la recaudación 
baja y el Estado pierde millones de dólares que se podrían haber generado si las medidas que se tomaran 
estuvieran acordes con la generación de un crecimiento del sector. 


Ni qué hablar de todas las actividades conexas. Si baja el sector automotor, baja la venta de seguros, baja la 
recaudación por patentes, bajan las ganancias en los talleres, baja la venta de repuestos, baja la venta de 
combustibles. Todo eso vuelve a repercutir en ingresos para el país. Además, se genera el encarecimiento de 
los fletes y pérdidas en el valor de reventa de determinados productos. Son medidas simples que se toman 
para atacar temas complejos. 


Para redondear, lo que pedimos en forma puntual es que esta medida de suspensión de los certificados 
habilitantes quede sin efecto. En lo general, seguimos insistiendo en una prédica de disponer de 
previsibilidad, que se obtiene con una política nacional automotriz reflejada en una ley automotriz que la 
trabajemos todos los actores y brinde reglas claras y estables en el tiempo para desarrollar las inversiones y el 
trabajo. Esa ley automotriz debe abarcar la mayor cantidad posible de aspectos y todos debemos conocer esas 
reglas, a fin de adaptarnos a esos cambios y tomar nuestras decisiones. 


SEÑOR BOTANA.- Quería hacer un comentario. Yo creo que la razón de esta medida, sin que el señor 
Ministro me la haya contado ni sin ponerme a pensar por el Ministro, indudablemente la razón que 
está en la base de esta medida que ha tomado el Ministerio es una compensación por la transferencia 
que se obliga a hacer al sector del transporte de cargas, vía el incremento en el precio del gas oil para 
subsidiar el transporte de pasajeros capitalino en general. 


Aquí hay un buen ejemplo de las distorsiones que se generan a través de medidas regulatorias de este tipo. Yo 
soy partidario siempre del otro camino, del camino de la libertad, que es el que compartimos todos, con 
algunos pequeños ajustes que, obviamente, en un mercado chico e imperfecto como el nuestro hay que 
introducir. 


Pero quería hacer un par de preguntas porque me parecen importantes para ir poniendo luz sobre este tema, y 
son dos tipos de preguntas que aparentemente tienen poco que ver. La primera es con qué información 

cuentan los transportistas de carga respecto de cuál será el futuro de su volumen de trabajo, de la cantidad de 
trabajo esperada por parte de los transportistas. ¿Con esto qué estoy diciendo? Tengo la sensación de que los 


transportistas de carga ven en el corto plazo o en un plazo muy inmediato cuál va a ser su nivel de actividad, 
y no existen previsiones en el país acerca de los volúmenes de carga que se operarán hacia el futuro y de 
cómo serán atendidos esos volúmenes de carga; cuánto se va a cargar vía ferrocarril, por ejemplo; cuánto se 
va a cargar por otros medios y cómo va a afectar de ese modo la cantidad de carga y, por lo tanto, la 
necesidad de unidades de carga. Ese es un tema. 


Y el otro tema es que me gustaría que nos explicaran ustedes un fenómeno que se produjo en el pasado, hace 
más o menos diez años, y que afectó sin dudas el mercado de los camiones, específicamente, y que fueron los 
créditos que dio el Banco de la República sin garantías o con la garantía del propio camión, sin garantía 
adicional. Y eso provocó el hecho de que se introdujeran al mercado de cargas, del trabajo en las cargas, una 
cantidad de unidades nuevas que, bueno, obviamente, distorsionaron también la rentabilidad de todas y cada 
una de las empresas de ese sector. Yo creo que esa medida afectó, y tengo la sensación de que los coletazos 
de esa medida podrían estar todavía afectando el mercado de la carga hoy. Si tienen ustedes algún tipo de 
percepción o de explicación al respecto, me gustaría recibirla. 


SEÑOR LINDNER.- Voy a intentar contestar la primera pregunta. A ciencia cierta no sabemos qué 
información tiene, porque justamente el fundamento de la resolución es hacer los estudios. El tema es 
que en un momento donde hemos logrado el desarrollo de la economía y lanzado inclusive las 
perspectivas para el año que viene, parar el sistema no parece ser la mejor solución. Lo que hay que 
hacer sí es analizar, relevar información, pensar, reflexionar, consultar y, en definitiva, decidir, pero no 
podemos mientras tanto decirle a la realidad que espere porque nos vamos a poner a pensar para ver 
qué tenemos que hacer, sobre todo en un momento en el que el país está lanzado al crecimiento 


Ese es un tema que, sin duda, hay que encarar. No es sencillo; un sistema de transporte nacional tiene sus 
"timings". El tema del ferrocarril, por ejemplo, no es de corto plazo, y mientras tanto el Uruguay tiene que 
seguir generando un instrumento para transportar toda su producción. 


Justamente, lo que falta es el estudio, pero no por eso podemos decirle a la realidad que espere porque vamos 
a ponernos a estudiar. 


SEÑOR QUARTINO.- Con respecto a la segunda pregunta, efectivamente, entre los años 1996 y 1998 
se produjeron renovaciones y ampliaciones importantes de flotas amparadas en una sobreoferta 
crediticia, no solo del Banco de la República sino también de bancos privados. Sin lugar a dudas, 
cuando sucedió la crisis, cinco años después, muchas de esas empresas que se crearon al amparo de esa 
sobreoferta crediticia quedaron por el camino. 


En el país existen aproximadamente 42.000 camiones. El promedio histórico de renovación es del orden de 
1.500 por año. En los años 1996, 1997 y 1998, con esa sobreoferta de créditos, se renovaron 2.100 camiones, 
es decir que hubo una sobreventa de unos 500 camiones. Si se toma en cuenta que posteriormente al año 
1998 se bajó rápidamente a niveles de cien camiones por año, una cosa compensó la otra. En estos momentos 
no hay sobreoferta de camiones. Al contrario, entiendo que se necesitan camiones y, además, muchos están 
siendo mal utilizados, por ejemplo, como silos para guardar la carga y no para transportarla. Este es otro 
elemento que a veces distorsiona. 


Quizá lo que sí haya es una flota envejecida. Sin duda, el estudio al que se refería el señor Diputado en su 
primera pregunta implica definir qué es un transporte intermodal -que tanto se ha mencionado-, quiénes lo 
van a integrar, qué volúmenes de carga va a transportar cada uno, cuándo va a poder hacerlo, y ahí llegar a la 
determinación de si efectivamente sobran o faltan camiones 


Cuando se tenga ese dato, se podrá decir cuál es el número de camiones que se entiende que tienen que 
operar en el país con esa previsibilidad de cargas y de modos de transporte, y cómo modernizamos esa flota. 
Entonces se podrá trabajar en un sistema de renovación de flotas que pueda, eventualmente, exigir para la 
emisión de los certificados habilitantes otras condiciones de los vehículos. 


Pero también hay que pensar qué se hace con todos los camiones que al final de la línea van a tener que ir a 
chatarra. A ese bien de capital del transportista de pocos recursos va a haber que darle una solución para que 
no tenga que salir del sistema. Si su camión le hace daño a la sociedad porque es viejo, no tiene seguro y 
contamina, tiene que transformarse en chatarra. Todos coincidimos en eso. Pero, ¿cómo le financiamos que 


compre el camión de encima de la línea? ¿Qué se le paga por ese camión? Es todo un tema que va a exigir un 
estudio muy profundo del sistema de carga, pero evidentemente prohibir la venta no es la solución. Eso es lo 
que estamos cuestionando. 


No somos quiénes para decir al Gobierno qué medidas tiene que tomar. Lo único que pedimos y ofrecemos es 
nuestra experiencia, nuestro conocimiento del sector. Las empresas que lo integramos, sumadas, tenemos más 
de quinientos años de experiencia en el sector automotor, porque la mayoría son empresas muy tradicionales, 
con más de cincuenta años de actuación. Lo único que decimos es que tenemos algo para aportar. Cuando se 
va a tomar una medida de esta naturaleza, que puede generar repercusiones, consúltennos, no solo a nosotros 
sino a todos los demás actores. Estoy seguro que así se van a poder tomar medidas que nos van a beneficiar a 
todos. 


El señor Diputado es la primera persona que menciona -y coincido- que esto fue una compensación a 
determinados transportistas. Efectivamente, fue una negociación y una compensación para beneficiar a 
algunos, y perjudicó a muchos. Esa es la conclusión. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Nuestro objetivo era recoger esta información y hacer llegar al Ministerio 
respectivo este material para su análisis en el momento en que dialoguemos con sus autoridades sobre 
este tema. 


SEÑOR TROBO.- Quiero pedir disculpas porque hasta este momento estaba en otra reunión de los 
Consejos Consultivos de uruguayos que viven en el exterior, que son nuestros compatriotas que se han 
organizado para trabajar por los temas migratorios, que por cierto son muy importantes. Soy miembro 
también de la Comisión de Asuntos Internacionales y era imposible estar en ambas reuniones, por lo 
que tuve que optar. 


El tema que ustedes plantean nos preocupa especialmente, por lo que leeremos la versión taquigráfica de la 
sesión. Desde ya queremos señalar que hemos convocado al señor Ministro de Transporte y Obras Públicas 
para escuchar la opinión del Poder Ejecutivo respecto de la situación del transporte en general y las medidas 
que se han tomado para poder involucrarnos en un tema que es de alta prioridad nacional y en el que, 
obviamente, vuestras opiniones como operadores del sector tienen para nosotros mucha importancia. Desde 
ya pido las disculpas del caso por haber llegado tarde, y me pondré al tanto de las inquietudes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Han sido muy valiosos los aportes recibidos, con muchos de los cuales 
coincido. Sin ser experto en la materia, creo que suspender por ciento veinte días los certificados 
habilitantes no es una solución. Es evidente que en el fondo hay una contrapartida con la gremial 
ITPC, pero no vamos a discutir ahora ese problema. 


En estos cuatro meses se pierden fuentes de trabajo. Eso es lógico: todo camión nuevo que no se instala en el 
circuito genera perjuicios a quien lo vende, pero también al que hace la carrocería, al que pone un tercer eje, 
al que hace un semiremolque, al BPS que recauda, etcétera. Tal vez se pueda estudiar el plazo de ciento 
veinte días, pero el problema es que si no se ponen plazos por decreto parece que no se pueden estudiar las 
cosas. Para mí, aquí se está perjudicando a cierto sector. 


Reitero que hemos solicitado la presencia del señor Ministro para plantearle ciertas interrogantes. 
Lógicamente, no es un tema fácil, pero cuando tengamos respuestas se las haremos llegar. Ojalá que esta 
Comisión bipartita genere en el futuro una Comisión con más integrantes y con gente que también está en el 
tema, y que la expresión del señor Quartino acerca de una ley automotriz pueda ser algo en el futuro. Yo digo 
que las leyes no solucionan los problemas pero, por lo menos, dan un marco y una guía, porque después las 
leyes hay que cumplirlas también. 


Les agradecemos profundamente la presencia. 
SEÑOR LINDNER.- Los agradecidos somos nosotros y quedamos a las órdenes. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Comercio Automotor del Uruguay) 


(Ingresan a Sala los representantes de la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Buenos días a la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay. 
Agradecemos la presencia de los licenciados Mario Montemuiño -Presidente de Comercio Exterior- y 
Washington Cristiani, del asesor Oscar Díaz y de la economista María Dolores Benavente. 


Entenderán que somos un órgano legislativo y un poco la caja de resonancia -lo aprendí cuando era Edil en la 
Junta Departamental- de los problemas que tienen los distintos sectores de la sociedad. Así que estamos a la 
orden. 


SEÑOR MONTEMUIÑO.- Venimos en nombre de la Cámara Nacional de Comercio y Servicios, 
agradecidos de que nos hayan atendido con tanta prontitud luego de la solicitud que realizamos, a los 
efectos de poder comentarles sobre una resolución del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, en la 
cual se establece que durante ciento veinte días no se van a estar emitiendo certificados habilitantes de 
vehículos en el transporte de carga por carretera. 


Nuestro servicio jurídico, estudiando las diferentes leyes que corresponden al Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas, entendió que dicho Ministerio no cuenta con las potestades suficientes como para suspender 
la expedición de los certificados habilitantes para la realización de transporte de carga por carretera. A su vez, 
entendemos que tiene que preservar el artículo 10 de la Constitución, el cual establece que ningún habitante 
de la República será obligado a hacer lo que no manda la ley ni privado de lo que ella no prohíbe. Por lo 
tanto, entendemos que el Ministerio debe dar marcha atrás con esa resolución, a los efectos de poder 
coordinar previamente con los privados y, de esa manera, manejar un régimen de transparencia y de 
competencia que no promueva el informalismo sino que las empresas que formalmente están registradas y 
dando mano de obra a muchos trabajadores puedan desarrollarse en forma adecuada dentro del marco de la 
ley. 


Nosotros trajimos un memo -y acabamos de entregar algunas copias- a través del cual queremos destacar que 
esta resolución tomada en este momento afecta una etapa muy especial del transporte de carga en el sentido 
de que, al estar cerca de las tradicionales fiestas de fin de año y año nuevo, se aumenta muchísimo el tráfico, 
lo que lleva a que los transportistas tengan la necesidad de obtener permiso de carga adicionales para nuevos 
vehículos. A su vez, la eliminación de la emisión de los certificados habilitantes conlleva a que aquellas 
empresas que tienen la capacidad económica o la capacidad de poder aumentar su flota y que están 
debidamente registradas no pueden hacerlo dentro del marco de la ley, y eso es lo que preocupa porque, 
además, va a llevar a un aumento del precio de los fletes, lo que directamente va a perjudicar tanto al usuario 
como al consumidor final de los productos. Y el aumento de la informalidad es algo que a la Cámara siempre 
le ha preocupado, y en todos los ámbitos ha tratado de exponer cuál es el daño que ello hace al comercio 
formal y, por lo tanto, a las arcas del Estado. ¿Por qué aumenta la informalidad? Porque es evidente que 
cuando existe una reglamentación que acota una situación en la que el control del Estado no emite los 
certificados habilitantes, como en este caso, se va a tratar de hacer acuerdos por el costado, o sea entre los 
particulares, para poder hacer los fletes que realmente se necesitan, porque el comerciante necesita 
determinados tiempos para cumplir con sus compromisos y, por lo tanto, no puede esperar dos o tres días a 
que se desocupen los transportes que están habilitados legalmente, para poder entregar las mercaderías. Por 
otro lado, entendemos que se perjudica toda la cadena de proveedores de accesorios de los vehículos de carga 
a los importadores y a los concesionarios, porque, precisamente, es toda una cadena. 


También queremos avisar que hemos pedido una entrevista al Ministerio de Transporte y Obras Públicas para 
plantear estos mismos puntos y algún otro que surja, y que ha sido otorgada para la próxima semana. 


SEÑORA BENAVENTE.- Quiero precisar que esto también se aplica para aquellas empresas que 
tienen su propia flota de camiones. No solamente es para el rubro de transportistas, sino que una 
empresa que tiene su propia flota de camiones tampoco puede obtener esta certificación. O sea que 
afecta tanto al sector transporte como a los de comercio, industria y servicios. 


Nos interesa destacar otra cosa. Esta medida coincidió con el fin del conflicto del transporte. Uno comprende 
que muchas veces se toma una medida en el apremio por solucionar el problema, pero a veces no se calibran 
sus consecuencias y, en este caso, son muy importantes. Siempre decimos que si va a haber una medida, que 


se sepa explícitamente quién va a pagar las consecuencias. En este caso va a ser el consumidor, porque a la 
larga el precio del flete se traslada a él, o el Estado por menos recaudación, porque va a aumentar el 
informalismo. Entonces, de pronto, nos parece que fue una medida tomada en la urgencia del momento y que 
no se calibró adecuadamente las consecuencias que iba a tener. 


SEÑOR TROBO.- La resolución del Poder Ejecutivo invoca un eventual análisis del sistema de cargas 
y de los volúmenes de carga en el Uruguay hoy día y hacia el futuro. Y lo plantea a fin de que se realice 
en el ámbito de una Comisión bipartita entre la representación del Estado, que es el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, y los empresarios del transporte de carga. ¿Ustedes han sido 
consultados? ¿La Cámara Nacional de Comercios y Servicios tiene alguna invitación de parte del 
Ministerio para conocer su opinión sobre el tema? ¿Reputan importante en un análisis de esas 
características dar una opinión desde vuestra perspectiva como un aporte a tener claro el tema? ¿Cuál 
es vuestra opinión al respecto? 


SEÑORA BENAVENTE.- La Cámara de Comercio no ha sido invitada a esa Comisión y es uno de los 
planteos que le vamos a hacer al Ministro, porque está faltando el usuario en esa Comisión. Está el 
Estado, el que hace el transporte, y ¿quién representa al usuario, al empresario o al consumidor? 
SEÑOR BOTANA.- Acá hay un interesante aporte que nos hace la Cámara Nacional de Comercio y 
Servicios del Uruguay a través de un análisis jurídico y del impacto económico. Sinceramente, el 
análisis jurídico nos parece muy novedoso y creemos que la legalidad de la medida es una línea que 
debemos explorar. 


Quisiera comentar el tema del impacto sobre la economía. No tengo la más mínima duda respecto a las dos 
primeras conclusiones, es decir, la de la disminución de la competencia y, más que nada, el aumento del 
precio de los fletes, porque ese es el objetivo que persigue esta medida ya que se debe compensar a los 
transportistas de carga por la transferencia de recursos de US$ 33:000.000 que se hace desde el sector 
productivo al sector transporte de pasajeros. Indudablemente, la única manera de compensación que existe al 
incrementar los costos, es aumentar los ingresos de las empresas y, por lo tanto, el precio de los fletes que sin 
duda se va a haber afectado y con eso se va a producir un encarecimiento de toda la economía. 


Me quedan dudas con respecto a la informalidad por el caso de este mercado o por la situación del transporte 
de carga en particular. Siempre que se producen incrementos de costos, hay aumentos de la informalidad -me 
refiero a costos de todo tipo, ya sea materiales o aumento de trámites- como consecuencia; eso es de libro que 
es así. Ahora bien; en este caso en particular la informalidad existente en el sector de transporte de carga es 
muy importante y hay una intención de todos los que están actuando en la informalidad de actuar en la 
formalidad. El tema es que hay una serie de trabas por las autorizaciones para circular por el estado de los 
vehículos, por las inspecciones vehiculares, por deudas anteriores con el Banco de Previsión Social, por 
deudas anteriores con la Dirección General Impositiva o por la titularidad de los propios vehículos. Allí hay 
una pequeña traba que también deja fuera de trabajo y de la actividad formal a una serie de transportistas de 
carga. Tal vez con un incremento de los fletes pudieran acceder a ingresos que les permitieran pasar a trabajar 
en la formalidad. Claro: tendría que producirse un aumento de ingresos mayor a los egresos que por año está 
causando la transferencia de US$ 33:000.000. Me parece un muy interesante aporte y creo que está en 
nosotros ponerles un desafío sobre la mesa, ya que vimos que la medida del Gobierno ha sido tomada. 


No creemos que haya marcha atrás con el tema del subsidio al boleto o, por lo menos, con la transferencia a 
las empresas de transporte de pasajeros, especialmente de la ciudad de Montevideo. 


Esta transferencia de US$ 33:000.000 del sector del trabajo productivo al sector del transporte de pasajeros se 
va a producir; no parece que en el corto plazo haya otras alternativas. Además, tampoco vemos que se 
adopten medidas como, por ejemplo, la rebaja del costo del boleto a través de la rebaja del costo de los 
combustibles, que se podría haber operado vía liberalización de la importación o vía desmonopolización de 
ese sector. Lo que acá vemos es que se van incrementando las regulaciones en la economía. Entonces, lo que 
a todos nos queda como desafío es pensar alguna manera en la cual se compense a los sectores perjudicados 
sin estar afectando a toda una cadena de trabajo nacional y a toda la cadena del consumo del país. Nos queda 
esto como desafío para aportarlo como idea porque, lamentablemente, uno no ve que se vaya por la mejor 
senda a través de estas regulaciones permanentes. 


Sinceramente, este tema en particular de la prohibición no lo puedo analizar desprendido de todas las otras 
medidas de regulación que el país está tomando, porque la de la transferencia de recursos es una medida de 
carácter político sin ninguna duda. Pero esa regulación está atada también a la otra, a las regulaciones que se 
están pensando sobre el mercado de los combustibles. Entonces, al final de cuentas uno ve cómo en la 
economía se van encerrando los caminos para que el país pueda ser competitivo vía costos bajos; al revés, 
vamos en camino del encarecimiento de nuestros productos por todo este tipo de regulaciones y ataduras que 
vamos inventando. 


SEÑOR GUARINO.- Anteriormente habíamos recibido a la Cámara de Industria Automotriz 
haciendo un planteo sobre el mismo tema. Creo que es bien importante recogerlo y el espíritu del señor 
Presidente -que fue transmitido a la delegación anterior- es que lo planteado se refuerce con lo que 
ustedes ahora nos dicen. 


Me parece que no es del caso entrar en un debate interno de la Comisión. Debo decir que notoriamente no 
compartimos con el señor Diputado Botana la interpretación ni la cifra que maneja; nos parece que es 
totalmente voluntarista manejar cifras de ese tipo y atribuir intencionalidades. Creo que no es el sentido que 
tiene la Cámara de Comercio y de Servicios del Uruguay venir a presenciar una polémica, aunque cada uno 
tiene el derecho a hacerlo. Me parece que la forma en que se interpreta esa transferencia no es así, y la 
realidad muestra que esta medida se toma en el marco de una dura negociación con un país paralizado por los 
transportistas de carga profesionales. En parte de esa negociación estaba la medida que ellos rervindican en 
cuanto a que están pasando por una severa crisis y consideran que hay un exceso de oferta de carga que hay 
que regular y hacer un estudio. Para poder hacer un estudio en ese sentido, se debe acceder a estos ciento 
veinte días. 


Inclusive, cuando estaba en proceso esa situación, se decía -y era evidente- que podría traer consecuencias. 
Sin embargo, muchos se plegaron fácilmente a apoyar esa demanda. Yo no quiero entrar en polémica, pero el 
señor Diputado Botana abiertamente había apoyado el paro de los camioneros y sus demandas. Una de las 
principales demandas que él había apoyado era suspender los permisos pero no por ciento veinte días sino 
por tiempo indefinido. Otra era aumentar los controles del órgano contralor para que los camioneros y los 
transportistas pequeños que hoy están con problemas administrativos no pudieran funcionar. Entonces, se 
reivindican y se aprueban los puntos que negocian, y así se permite levantar el paro y que el país funcione. 
Además, se determina incrementar los recursos y los vehículos. Como este es un tema muy complejo, creo 
que no es bueno encararlo por el lado de la factura política menor sino que se debería recoger el planteo serio 
y responsable que hace la Cámara de Comercio y Servicios del Uruguay. Como Diputados del Gobierno se lo 
vamos a transmitir al señor Ministro con toda la preocupación que ustedes nos han planteado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No voy a entrar en una polémica porque me parece que quienes nos visitan 
no están para ello. 


Desde mi humilde punto de vista quiero decir que el paro se levantó porque este Gobierno decretó servicio 
esencial; de lo contrario, el paro no se levantaba y otro hubiera sido lo ocurrido. 


SEÑOR BOTANA.- No quiero ser mal interpretado en los temas. Digo cosas que realmente pienso y 
siguiendo una línea de razonamiento. 


Debo aclarar que la cifra de US$ 33:000.000 que manejé acá, es la cifra que manejó el señor Ministro de 
Transporte y Obras Públicas en esta Comisión; no es ninguna cifra sacada de la galera sino que es la que el 
señor Ministro nos aportó y que está en las actas del día en que se lo llamó por este tema. 


En cuanto a sí la medida es política -que no se ofenda el señor Diputado Guarino-, sí lo es. Que pueda ser 
razonable, que tenga el objetivo de bajar el precio del boleto a los obreros y trabajadores de la ciudad de 
Montevideo, sería una buena cosa. El tema es cómo se hace. Reitero que la medida es de carácter político lo 
cual no la hace ni buena ni mala en sí misma; la hace buena o mala en función de sus consecuencias. 


Por otra parte, vamos a dejar afuera las posiciones políticas y aclarar que es muy cierto, que he apoyado el 
paro de los camioneros; fue una conducta que apoyé en anteriores Gobiernos y en éste. En este caso lo hice 
por esa medida de la transferencia porque me parecía que afectaba y afectó al sector productivo. No es que 


apoye los controles del órgano de contralor y esas cosas, porque sinceramente de ese tema conozco poco. 
Francamente, creo que acá somos absolutamente coherentes en lo que decimos: no podemos analizar un tema 
desprendido de otro. No podemos analizar este tema desprendido de las otras regulaciones que están pesando 
en el país. Acá hay una compensación y esta debe ser sustituida por algún otro modo de compensación si es 
que no elegimos el camino de ir liberalizando y desmonopolizando esos mercados e ir flexibilizando esas 
estructuras de la economía que sería un camino que nos permitiría abaratar costos. Como se ve, no hay 
medidas polémicas sino simplemente la voluntad de aportar. Si al señor Diputado no le consta, al señor 
Ministro sí, pues hemos hecho aportes en este tema de la inclusión de los transportistas de carga para que 
puedan trabajar. 


SEÑOR ROMBYS.- No quiero dejar pasar algo que se ha dicho varias veces en el sentido de que el 
subsidio que se ha dado al boleto es estrictamente capitalino, y no es así. El subsidio es a nivel del país. 
En Paysandú acaba de concretarse una rebaja del 17% en el valor del boleto urbano y departamental, 
que lleva de $ 12 a $ 10 el costo del boleto. Por tanto, tiene mucho que ver cómo los distintos 
Intendentes toman ese subsidio y cómo lo negocian con las empresas de transporte en su departamento. 
Probablemente, en Cerro Largo no se den esas situaciones; en Paysandú sí se está llevando adelante esa 
rebaja sustancial que ha venido muy bien a la clase trabajadora, que es la que está más expuesta a los 
aumentos y rebaja del transporte colectivo. 


Por otro lado, quiero pedir disculpas a la delegación por esta polémica que no tenía absolutamente nada que 
ver y agradecerles la presencia y la información que nos han brindado. 


SEÑOR MONTEMUIÑO.- Quiero abundar sobre el punto relativo al aumento de la informalidad. 
Entendemos que el Estado debe ayudar -en el buen sentido de la palabra- a que los informales vuelvan 
a ser formales. Si hay dificultades para ponerse al día con el BPS, que les den facilidades con intereses 
adecuados para que estos no imposibiliten el pago de la deuda. Si aumenta la formalidad, aumenta la 
cantidad de ingresos del Estado de manera formal. Eso lleva a que ese aumento de ingresos permita 
bajar los impuestos, que es uno de nuestros pedidos desde hace mucho tiempo. Si se bajan los 
impuestos, el aumento de los fletes no va a perjudicar al consumidor final. Es todo un círculo. 


Si en lugar de suspender la emisión de certificados habilitantes por ciento veinte días, los involucrados nos 
sentamos alrededor de una mesa durante esa cantidad de días buscando la mejor salida, seguramente, ustedes 
no estarían recibiéndonos. Además, hay que ver los momentos. No es lo mismo marzo o abril que diciembre. 


Tenemos la voluntad de colaborar con el Estado para que pueda cumplir con nuestras necesidades que es 
aportar formalmente lo que corresponde pero en la menor cantidad posible. Si todos hacemos un Estado 
adecuado, con ingresos reales en función de la formalidad adecuada, no vamos a tener la necesidad de 
aumentar impuestos sino que vamos a poder bajarlos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la información brindada. Es un tema que va a traer polémica y 
preocupación en muchos sectores. Ustedes han pedido audiencia con el señor Ministro; nosotros 
también le solicitamos que concurriera a la Comisión. Espero que encontremos una solución aunque no 
sea la ideal. 


(Se retira de Sala una delegación de la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Concesionarios de Marcas de Automóviles, ASCOMA) 


Damos la bienvenida a una delegación de la Asociación de Concesionarios de Marcas de Automóviles - 
ASCOMA.-, integrada por el señor Jorge West y el licenciado Germán Ruiz. 


SEÑOR WEST.- Soy Presidente de la Comisión Directiva de ASCOMA. 


Agradecemos a la Comisión el hecho de que nos hayan invitado para fundamentar nuestra posición con 
respecto a este tema. 


Obviamente, nosotros respondemos a las inquietudes de nuestros concesionarios. ASCOMA está integrada 
por aproximadamente cien socios y mayoritariamente son vendedores de autos y no de camiones. De todas 
formas, sí tenemos unos cuantos concesionarios de camiones que son los que se ven afectados por esta 
medida. 


Esta resolución fue totalmente imprevista. De hecho, nos enteramos pura y exclusivamente por un socio 
vendedor de camiones que nos dijo: "Miren que pasa tal y tal cosa y se supone que ASCOMA tiene que 
entrar a moverse para por lo menos plantear la posición de la gremial en este sentido". Recibimos a un grupo 
de socios que nos informaron sobre el problema. Hace un mes, en Punta del Este, mantuvimos una reunión 
regional y uno de los temas principales fue este. Quienes no somos vendedores de camiones, desconocemos 
este tema. Inclusive, no le dimos mayor trascendencia hasta que quien se siente afectado en forma directa nos 
hizo ver cuál es la realidad. A partir de ahí, empezamos a interiorizarnos sobre el tema. Tenemos un espacio 
en el diario "El País", en el Libro de los Clasificados, en el que expresamos todos los temas inherentes al 
sector. Obviamente, siempre son temas que no tienen ningún filtro por parte de ese diario, pero sí tiene que 
haber un acuerdo en qué es lo que estamos expresando. Y nosotros expresamos cuál es la posición de 
ASCOMA con respecto a esto. Inclusive, cuando nos invitaron a esta reunión que solicitamos, enviamos por 
correo electrónico la posición de nuestra Asociación con respecto a este tema. La nota que publicamos hace 
referencia a la posición de ASCOMA y a lo que sienten sus asociados ante el perjuicio que este Decreto 
causa. 


En todos los temas que nos han afectado -más allá de que no queremos opinar sobre esta medida del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas porque quizás persiga un ordenamiento que sea correcto-, siempre 
hemos planteado que en decisiones de este tipo lo ideal es consultar al sector. Lo que nosotros cuestionamos 
es el modo en que esto se instrumentó y la forma en que nuestros socios -que es a quienes tenemos que 
defender planteando las dificultades que esto les crea- se enteraron. Cada vez que se estudia algún cambio en 
las reglas de juego, debería existir -por lo menos el sentido común así lo indica- un cierto preaviso para que 
todos nos podamos acomodar, tanto los concesionarios como los importadores. 


Los concesionarios están trabajando en forma conjunta con los importadores. El importador hace sus pedidos 
a fábrica en función de lo que está vendiendo en plaza y de lo que el concesionario está colocando. A raíz de 
este problema, se va a notar un freno en la comercialización. Más allá de que dentro de esta reglamentación 
del Ministerio haya excepciones, es una medida que afecta el normal funcionamiento del sector. 


Tradicionalmente, el negocio automotor, ya sea de automóviles o de camiones, tiene un período de zafra que, 
en general, son los últimos tres o cuatro meses del año, en que las ventas se incrementan. Este año no va a ser 
nada espectacular porque el mercado no ha crecido. Si lo comparamos con el del año pasado, podemos decir 
que ha caído. El único mercado que no había caído, que venía acompañando el crecimiento y que iba a 
aumentar sus ventas con respecto a las de 2005, era el de camiones -a la inversa del mercado de automóviles, 
que va a caer-, pero todo esto va a frenar esa línea ascendente, independientemente de que en estos dos meses 
no se refleje porque se van a continuar haciendo los negocios que ya estaban pautados. Según la 
reglamentación que establece el Decreto del Ministerio, estos negocios se pueden hacer y los certificados se 
van a entregar en la medida que se demuestre que fueron pactados antes del 30 de octubre. De cualquier 
manera, esto va a causar un freno que sin duda vamos a ver a partir de enero y febrero. 


No sabemos si este estudio de la Comisión que se ha formado -y que suponemos que ya está trabajando- 
llegará a una resolución ni si a partir de marzo, transcurridos los ciento veinte días, esto quedará sin efecto. 


Siempre que hemos podido, hemos manifestado que todo lo que respecta al negocio automotor es muy 
importante y va más allá de compartir o no las decisiones que tomen las autoridades. Quizás el estudio que 
está desarrollando el Ministerio de Transporte y Obras Públicas a la larga esté bien hecho y sea una medida 
bien tomada 


Esto es lo que creemos como actores principales. Aquí hablo específicamente por los concesionarios 


En este caso, los concesionarios y los importadores tienen que trabajar juntos. Cada vez que se toma una 
medida de este tipo, los sectores importantes no pueden quedar afuera, sin participar y sin que se escuche su 
posición. Quizás hubiese sido más fácil decir: "vamos a estudiar un ordenamiento de la forma de transporte y 
vamos a fijar una fecha, dentro de dos o tres meses". De esa forma, hubiéramos tenido la posibilidad de 
reordenarnos y de ver cómo podíamos actuar. 


Hoy estamos con una cantidad de negocios trancados y con concesionarios que no pueden levantar los 
camiones. Pasado el período que establece la resolución, no se pueden hacer nuevos negocios. Sabemos que 
se pueden incorporar camiones nuevos, pero solo sustituyendo a otros. No se pueden crear empresas nuevas, 
porque la reglamentación no lo permite. 


Más allá de la previsibilidad que esto debería tener, este asunto debería trabajarse de otra forma, porque es 
una cadena. Los pedidos de cualquier tipo de vehículo tienen una espera de noventa o ciento veinte días, 
dependiendo de su origen - MERCOSUR, Japón o China-, pero cuando aparece una resolución de este tipo, 
no saben cómo armar los pedidos. Este es un tema más de los importadores que de los concesionarios, pero 
como nosotros estamos trabajando con lo que piden los importadores, este tipo de medidas nos crea muchas 
dificultades y grandes signos de interrogación. 


No logramos entender cómo en determinado momento el sector crece, el país crece en todo lo que es 
transporte de carga o carretera -el ferrocarril no está vigente-, y de un día para el otro se paraliza. 


En el artículo que publicamos con la posición de ASCOMA aclaramos que, si bien no íbamos a opinar sobre 
el fondo de la medida porque no la conocíamos ni habíamos sido invitados a participar en esa Comisión entre 
autoridades del Ministerio y la gremial de transporte de carga, la forma debió haber sido otra. En el artículo 
no hicimos referencia a la legalidad o ilegalidad de la medida. En primer lugar, porque no nos habíamos 
juntado con el Decreto. Recién en ese momento entregamos el Decreto a nuestro asesor jurídico que fue 
quien nos informó de todo esto. Por eso dijimos que no hacíamos referencia a lo que atenta contra la libertad 
de trabajo. Nosotros no queríamos chocar en forma directa contra eso. Queríamos tener la opinión técnica del 
abogado de ASCOMA, acerca de lo que el Decreto planteaba y ocasionaba. 


La discrepancia fundamental es con la forma en que el Decreto fue redactado y con la manera en que fue 
tomado, por el perjuicio que causa. Esta es la posición de ASCOMA. Nosotros nos debemos a la defensa de 
nuestros socios, que se ven afectados y que hoy están con dificultades, en un período en que los gastos se 
multiplican porque se acercan las fechas en que hay que afrontar compromisos importantes. Reitero que el 
concesionario no puede levantar el camión; si no cumple con lo que establece este Decreto, no puede vender 
el camión. 


Ojalá en estos ciento veinte días se pueda llegar a una solución y que la medida que se tome ordene el tema, 
que es lo que todos buscamos, pero no favoreciendo a un determinado sector en perjuicio de otros. 


SEÑOR RUIZ.- Nuestra primera preocupación es que los concesionarios tienen que señar por 
anticipado las unidades para que los importadores hagan sus pedidos. Ahora tienen señas de camiones 
que en muchos casos no pueden vender, salvo excepciones que están comprendidas dentro de la 
reglamentación 


Las ventas de autos y camiones desde el año 1998 han tenido una caída brutal. Según cifras oficiales del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, cerca de la mitad de los camiones de más de cinco toneladas son 
de más de quince años de antigiiedad. Entonces, lo que no comprendemos como gremial es por qué quieren 
regular tanto eso cuando hay un parque bastante viejo circulando. Es lo que nos cuestionamos. 


Las cifras de venta de camiones no han tenido un crecimiento explosivo ni mucho menos. Hace diez años se 
vendían dos mil camiones por año. En el año 2003 se vendieron cien camiones. En el año 2004 se vendieron 
quinientos camiones, y este año y el año pasado se vendieron mil cada año. Se recuperó un poco la cifra de 
hace diez años. Lo que nos tomó totalmente por sorpresa fue que cuando nos veníamos recuperando un poco 
se pusiera esta tranca no solo para las empresas profesionales sino también para las que quieren incorporar un 
camión para distribuir sus productos. 


SEÑOR BOTANA.- Quiero hacer una pregunta sobre la incidencia que tiene una medida de este tipo, 
que por cada unidad que ingresa una debe salir. Ese es el tipo de medida que se está proponiendo. Sin 
dudas, eso encarece el nivel de la inversión inicial de adquirir una unidad. La pregunta es si se está 
incorporando un costo permanente o si el mercado después va a tomar un funcionamiento similar al 
que tiene actualmente. Con esto quiero decir: ¿hacia el futuro qué se prevé? ¿Que los precios van a 
seguir siendo permanentemente más caros para aquel que desee incorporar una unidad al tener que 


desafectar otra? Y después, las cantidades operadas en el mercado, de camiones en este caso, ¿qué se 
prevé que ocurrirá con ellas? 


SEÑOR WEST.- Según lo que prevé esta reglamentación, las empresas ya establecidas pueden 
incorporar un camión nuevo, sustituyéndolo. Eso es lo que está previsto. Esa empresa no puede crecer. 
Sí puede hacerlo incorporando camiones usados, que al principio la reglamentación preveía que no 
pero después cambió y los camiones usados se pueden incorporar a la flota de las empresas 
establecidas antes de la fecha de vigencia de esta reglamentación. 


El señor Diputado preguntaba qué va a pasar en el futuro con todo esto. El mercado uruguayo es muy 
especial, primero porque es tremendamente sensible a este tipo de cosas. Lo hemos vivido este año en carne 
propia, no en lo referente a los camiones -que es un tema que salió ahora- pero sí con respecto al gas oil. En 
un mercado chiquito, que es muy permeable a todo este tipo de cosas, estas decisiones a través de 
resoluciones o por aplicación de nuevas cargas impositivas enseguida se reflejan por el hecho de que los 
precios se disparen o se caigan. En el tema de los automóviles, que va ligado al de los camiones, el mercado 
de los diesel se vino al suelo desde el anuncio de la implantación del gas oil productivo, respecto a quién le 
tocaba y a quién no, qué se hacía y qué no se hacía después del cambio de la tasa impositiva del 48% al 60%. 
Todo eso se va a reflejar. 


¿Qué va a pasar en el futuro con los camiones? Prevemos que puede suceder algo muy similar a lo ocurrido 
con los automóviles, dependiendo de a qué resolución se llegue en estos ciento veinte días. Teóricamente, el 
valor de las unidades usadas siempre va en función del valor de las nuevas. Como decíamos al principio, al 
ser este un mercado muy pequeño, que no existe, porque un 95% de los camiones viene vía Brasil -el 
mercado lo domina prácticamente Volkswagen-, lo que absorbe el mercado uruguayo en un año es lo que 
absorbe una concesionaria chica de Río Grande do Sul en un mes o en un mes y medio. Entonces, no tenemos 
absolutamente ninguna fuerza para negociar precios, por lo que los fija el fabricante en origen. Esos precios 
se pueden disparar, y en función de eso se van a reflejar los valores de las unidades usadas. Es muy difícil 
poder decir qué va a pasar con esta medida. La lógica debería ser que si va a haber un ordenamiento del 
transporte, los precios se deberían adecuar a cómo se reordene ese transporte y también a cuáles vayan a ser 
los precios de referencia y de origen. 


Con los camiones pasó algo muy similar al tema de los automóviles, y fundamentalmente todo lo que viene 
de Brasil. En un año los automóviles brasileños aumentaron un promedio del 20%. Con los camiones pasó 
algo similar porque los importadores, por manejar márgenes más grandes que no conocemos, no volcaron el 
precio y absorbieron parte de esa diferencia bajando algún margen de utilidad. La lógica indicaría que una 
vez que se ordene el transporte de otra forma debería verse reflejado en un ordenamiento en los valores, pero 
eso depende de una cantidad de factores. Eso va a depender del precio de las unidades nuevas y ni qué hablar 
de la antigúedad. 


El señor Ruiz decía que el parque automotriz uruguayo, sobre todo de camiones, es muy viejo. Por un lado, 
esta medida puede ser positiva, pero habría que hacer un poco de futurología, lo que es muy difícil. Hace 
veinticinco año que vendo autos, y todos los días estoy aprendiendo algo nuevo. Como vendedor o como 
integrante de una gremial, muchas veces decimos una cosa y a los dos meses la tenemos que cambiar porque 
la manera de actuar del mercado nos lleva a que los números se modifiquen en forma permanente. Nadie 
podía pensar, por ejemplo, que en los últimos dos años, en valores constantes en dólares, los automóviles 
fueran a subir un 20% o un 25%, como pasó. Entonces, es difícil prever qué va a pasar con el precio de los 
camiones usados si va a haber un ordenamiento. La lógica indicaría que se debería reordenar en función de la 
antigúedad del parque. 


SEÑOR TROBO.- Quisiera saber si ASCOMA entiende que en un análisis sobre la organización de la 
cuestión vinculada al transporte, sobre todo el carretero de carga, la opinión de ustedes debería ser 
tenida en cuenta. ¿Creen que pueden aportar a un análisis de ese tipo una visión que complete el 
cuadro de situación para decisiones de futuro? Hago esta pregunta porque hemos escuchado que 
ustedes entienden que la medida se ha tomado sin consultar, y que evidentemente tiene un perjuicio 
respecto de una actividad como la que realizan, a pesar de que creo que hay otras cuestiones que 
también son importantes. Me refiero a la preocupación por el hecho de que una medida unilateral 
tomada en función de un agente del mercado significa claramente una reserva del mercado que es 


altamente negativa para los intereses económicos del país. En esa perspectiva, ¿ASCOMA cree que un 
ámbito en el cual se pueda analizar el futuro de la carga debe contar con el aporte de ustedes? 


SEÑOR RUIZ.- Creo que sí. En la parte de funcionamiento del mercado de cargas no tenemos 
injerencia, pero en la parte de comercialización de los vehículos de carga sí. Los concesionarios son las 
bocas de venta de los camiones nuevos y usados. Con esta medida van a quedar muchos concesionarios 
con stocks de camiones cero kilómetro y usados en situación de incertidumbre, porque en función de lo 
que se resuelva pueden llegar a valer mucho o muy poco. 


SEÑOR TROBO.- ¿Tienen alguna información que nos puedan alcanzar sobre cómo evoluciona en el 
año calendario el mercado de camiones, es decir, cuál es el efecto de la compra en todos los meses del 
año? ¿Podemos determinar que hay una zona en la cual hay mayor carga, mayor demanda, mayor 
renovación, mayor inversión por parte de los empresarios? 


SEÑOR RUIZ.- Traje cifras anuales, pero las puedo desagregar y enviárselas. 


SEÑOR TROBO.- Para nosotros es muy importante poner la lupa sobre esta parte del año, porque 
básicamente es la de la vigencia de la resolución del 28 de octubre y tiene un término de ciento veinte 
días. Quiere decir que abarcaría los meses de diciembre, enero y febrero. 


SEÑOR WEST.- Queremos aclarar que nuestros patrones son los que nos suministran las unidades. En 
principio, cometimos un pequeño error, y al darnos cuenta tratamos de corregirlo. Tradicionalmente, 
en los últimos cuatro meses del año el mercado automotor es más fuerte, tanto para automóviles 
comerciales como para camiones. En esa época se pueden apurar los negocios. 


Es muy probable que en el año 2006 la venta de camiones cierre más o menos igual que el año 2005, y que 
esta resolución no tenga incidencia porque se van a entregar los camiones que se señaron antes de esta 
medida. Es muy probable que eso no sea reflejado. Sí se va a reflejar, sin ninguna duda, en enero y febrero. 
No digo que en enero y febrero el mercado de camiones vaya a desaparecer, pero la venta de cero kilómetro 
va a ser mínima, porque la única opción que va a haber va a ser la de reponer un camión nuevo por uno 
usado. Es muy probable que ahora eso no se refleje, pero nosotros podemos enviar al señor Diputado Trobo 
cómo evoluciona o involuciona el relacionamiento mes a mes en la cantidad. 


SEÑOR RUIZ.- Inclusive, en la página web de ASCOMA tenemos las estadísticas de 2003 al 2006 mes 
a mes. 


SEÑOR TROBO.- En el curso de la exposición el señor West hizo referencia a la importancia, 
prácticamente excluyente, de los camiones brasileños en el mercado de venta de camiones nuevos. Se ve 
por la carretera que los camiones Volkswagen y Mercedes Benz son mayoritarios. 


SEÑOR WEST.- En todo el mercado uruguayo, los brasileños son mayoritarios. 


SEÑOR TROBO.- Hay fabricación de camiones, por lo menos ensamblado de camiones en el Uruguay, 
que se están exportando creo que a Argentina y a Chile. ¿La opción del mercado es una cuestión de 
precios? ¿Hay una diferencia muy grande en el precio de los camiones importados totalmente, de 
aquellos que vienen para ser ensamblados aquí, que obviamente ocupan gente, pagan BPS y tienen 
algunas inversiones? A juicio de ustedes -no sé si lo saben-, ¿eso depende de gravámenes a la 
importación o de los que tenemos con Brasil o con otros países? 


SEÑOR RUIZ.- En cuanto a los camiones, por el MERCOSUR el recargo con Brasil es cero. Los 
camiones no tributan IMESI, lo único que tienen es IVA e, inclusive, si se comercializan por "leasing", 
como la mayoría de los camiones, lo exoneran, porque no estarían enrabados. 


La industria nacional de autos y camiones es prácticamente inexistente. Hace diez años atrás se fabricaba acá 
Peugeot, Renault, Citroen. Poco a poco fue desapareciendo, en parte también por la falta de masa crítica, ya 
que una fábrica para producir volúmenes chicos no es eficiente. 


SEÑOR TROBO.- Pero se están exportando camiones uruguayos a Argentina. 
SEÑOR RUIZ.- Pero es un mercado muy chico. 


SEÑOR WEST.- De cualquier manera, lo que está fabricando NORDEX es una gama de camiones 
grandes de Renault, no así camiones chicos, y la gran mayoría son tracto camiones, o sea son camiones 
para trabajar con acoplados. Estamos hablando de camiones de, aproximadamente, trescientos 
cincuenta caballos de fuerza es decir, camiones de alto tonelaje. Series chicas de camiones no se están 
armando. 


SEÑOR TROBO.- Quisiera saber si la diferencia de precio entre esos tipos de camiones es apreciable. 


SEÑOR WEST.- Esos tipos de camiones son competitivos. Lo que sucede es que a veces es muy difícil el 
grueso de la venta del camión de estas cien, ciento diez unidades mensuales. Son camiones medianos, 
de seis, siete, ocho toneladas; ese es el grueso y eso es lo que no se fabrica acá. Hubo una fabricación 
por parte de NORDEX, pero hace dos años que se dejó. Era una mezcla con mecánica china, brasileña, 
con un armado uruguayo, que eran los camiones Radio Luz, que se dejaron de fabricar. Todo lo que es 
fabricación uruguaya, prácticamente no existe. Solo hay una gama muy pequeña de camiones y las 
camionetas de origen indio, que se están ensamblando, las Mahindra. Es una mercadería muy especial, 
tiene una tecnología muy vieja, muy fuerte, pero con un nicho muy pequeño, que tampoco se refleja 
mucho en el precio, porque una Mahindra vale US$ 19.000 y una Nissan US$ 21.000. Entonces, por esa 
diferencia de US$ 2.000, la gente opta por una mecánica mucho más moderna. 


SEÑOR RUIZ.- Cuando una fábrica pone otra fábrica en la región, se piensa que los precios deberían 
bajar, pero los precios los mantienen. El costo de instalar la fábrica a alguien se lo terminan cobrando. 


SEÑOR BOTANA.- Quiero hacer la misma pregunta, pero referida a los autos. Hagamos el supuesto 
de que por cada auto que se incorpore al mercado hay que bajar otra unidad. En ese caso, obviamente 
se produciría un encarecimiento al que va a hacer la compra, porque si voy a comprar, además tengo 
que llevar el otro auto que voy a dar de baja. O sea que tengo un encarecimiento. El tema es, de 
manera permanente, a largo plazo. Entonces, ¿ese encarecimiento se puede haber compensado por una 
baja de precios al tener mayor oferta contra una demanda que indudablemente es limitada o queda 
acotada? 


SEÑOR RUIZ.- El asunto es a quién le van a dejar vender el auto usado al final. 


SEÑOR BOTANA.- El último de la cadena quedaría dado de baja. O sea que tenemos un mercado que 
queda limitado en el número de unidades. ¿Cómo se afectaría eso? Pregunto por los autos, porque veo 
que ustedes, o por lo menos el señor West, habla de su experiencia más en el mercado del automóvil 
que en el del camión. Entonces, me parece que podríamos hacer el simil y podría ser de utilidad. 


SEÑOR WEST.- Nosotros, precisamente hoy, estábamos comentando que en la medida en que pasan 
los tiempos uno nota los errores que comete. Sin ninguna duda, el año próximo que tenemos elecciones, 
deberemos incorporar a la Comisión Directiva de ASCOMA un concesionario que sea vendedor de 
camiones. Nunca previmos ese tipo de cosas. Hoy somos siete miembros y ninguno vende camiones. 
Obviamente, tenemos que informarnos de todo este tema. 


Con respecto a lo que preguntaba el señor Diputado Botana, esto se planteó parte en el segundo Gobierno de 
Sanguinetti y parte en el Gobierno de Batlle y fue volcado a una situación muy especial, primero en el 
Gobierno de Batlle a la época tristemente recordada 2001, 2002 y 2003 donde prácticamente el mercado 
desapareció. Nosotros lo planteamos en ese momento, pero no salió. Primero porque no tuvimos dentro del 
Ministerio de Economía y Finanzas mayor resultado en esto. Pero una de las cosas que se planteaba era 
utilizar la experiencia argentina e implementar en el Uruguay algo parecido a un plan canje. Digo algo 
parecido, porque, en primer lugar, Uruguay no produce. Para Argentina era más fácil instrumentarlo, porque 
era productor de autos. Cuando Argentina lanzó el plan canje, tenía dos alternativas: o el Gobierno apoya el 
plan canje o las fábricas bajan la cortina y mandan a toda la gente a seguro de desempleo, con todos los 


costos que eso significa. Entonces, le era más fácil al Gobierno argentino decir: implementemos un plan 
canje y retiremos de la plaza cantidad de autos viejos. Esos autos después iban a los desarmaderos. Había 
varias plantas importantes, inclusive nosotros tuvimos contacto acá para ver si en función al tamaño del 
mercado uruguayo le podía interesar. Era un mercado que interesaba porque todo lo que sea compactar a cero 
servía, con la idea de renovar el parque automotor y atacar el tema precio, que era lo que se preguntaba. 
Evidentemente, el planteamiento que se había hecho al Gobierno era que para apoyar eso, apoyase a un auto 
que se podía llamar auto popular, o auto barato, con una carga impositiva menor, con un IMESTI a la mitad, o 
directamente sin IMESI. Se buscaba también que el efecto fuese neutro; ahí iba a haber un certificado que lo 
iban a pagar el Estado, los importadores y el concesionario. Eso fue muy bien planteado, porque fue 
estudiado por todas las Cámaras. Al primero que se le planteó fue al Ministro de Economía y Finanzas del 
segundo Gobierno de Sanguinetti, al señor Mosca, quien lo recibió muy bien. Después se le planteó a 
Bensión y ahí murió porque entramos en el tema crisis. 


SEÑOR TROBO.- En el medio de la crisis se propuso una medida que fue la baja del IMESL. Al final, 
el Gobierno terminó admitiendo que era una buena medida y aumentó la recaudación. 


SEÑOR RUIZ.- Sé que no pertenece a este tema, pero hay que mejorar la ecuación gasoil y nafta y 
bajar un poco la carga impositiva de los vehículos nafta para aumentar el consumo de nafta. 


SEÑOR WEST.- La propuesta que hace el señor Diputado Trobo la trabajamos juntos en esa época. En 
octubre, noviembre y diciembre, en un mercado ciento por ciento deprimido -lo cual era cierto-, se 
vendió la misma cantidad de autos de los nueve meses anteriores. Después peleamos con Alfie para que 
esto siguiese, pero ahí murió. Ahora, por lo menos, tenemos intención de trabajar. 


SEÑOR TROBO.- A propósito de este tema, quiero decir que no es poco importante, porque puede 
significar una revitalización del mercado automotriz y una facilidad para la gente en el acceso a la 
compra de vehículos, a la luz, además, de que hoy hay planes del sistema financiero para la compra de 
vehículos que no había hace un año y medio o dos. Yo creo que todas las inquietudes e iniciativas son 
buenas. A mí lo que me gustaría, quizás para una nueva invitación a ASCOMA pasado el mes de enero, 
tener alguna información con mayor profundidad sobre todo del IMESI, en relación al existente en 
Argentina y en Brasil, porque tengo entendido que Uruguay es el país más caro en cuanto a impuestos 
internos para la compra de vehículos, lo que está castigando notoriamente al mercado. 


SEÑOR RUIZ.- A grandes rasgos, el IVA en Argentina, en Brasil y en Uruguay es similar, más menos 
dos o tres puntos, pero el IMESTI no existe en ninguno de los otros países. Entonces, tenemos un 40% de 
los autos nafta y un 60% de los autos diesel que no existen. Ahí están las diferencias grandes. 


SEÑOR TROBO.- O sea que comparativamente los precios de los vehículos en Argentina y en Brasil 
son menores. 


SEÑOR WEST.- Hoy en Brasil no tan notoriamente por el tremendo encarecimiento que hay en ese 
país, pero en Argentina sí se diferencia bastante. 


SEÑOR RUIZ.- Un auto que en Argentina sale US$ 12.000 o US$ 13.000 acá sale US$ 20.000; es 
grande la diferencia. 


SEÑOR WEST.- Nosotros con mucho gusto estamos a las órdenes y nos comprometemos a hacerles 
llegar esa información para que ustedes puedan trabajar. 


Muchas gracias por habernos recibido. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a los representantes de ASCOMA y seguiremos en contacto. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


